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“…como quiera que por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.) no se ha remitido su proceso a los Juzgados de esa misma naturaleza de Pereira, pese a que el Director de la Cárcel de Fresno (Tol.) informó sobre su traslado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal (Rda.) desde junio del presente año.”

(…)

En ese orden de ideas, no puede negarse que razón le asistió al actor al instaurar la tutela, porque en efecto, al momento de presentar la demanda el proceso tramitado en su contra no había sido enviado a esta ciudad, pero como se ha explicado, durante el trámite de esta acción se reportó que el expediente fue enviado ante el funcionario competente para continuar con la vigilancia de la pena impuesta.”
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                                                                        Acta de Aprobación No. 890
                                                       Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO contra el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y defensa.     

2.- SOLICITUD 

Lo consignado en el escrito de tutela se puede sintetizar así: (i) el señor ESCOBAR CASTAÑO se encuentra cumpliendo pena de prisión en la Cárcel de Santa Rosa de Cabal (Rda.), establecimiento al cual llegó trasladado del Centro Carcelario de Fresno (Tol.); (ii) según registra en la página de la Rama Judicial, el Director de la Cárcel de Fresno informó sobre su traslado al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.), encargado de la vigilancia de la sanción; (iii) pese a que el citado despacho tiene conocimiento de su situación, y han pasado más desde tres meses de su traslado, no ha realizado ninguna acción para que su proceso sea remitido a los juzgados de igual naturaleza de la ciudad de Pereira (Rda.), que son los competentes para continuar con la ejecución de la sentencia; y (iv) cumple con los requisitos para solicitar la libertad condicional, pero debido a lo anterior no ha sido posible radicar la solicitud.

Con fundamento en lo anterior, considera afectados sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y defensa, cuyo amparo solicita.
3.- CONTESTACIÓN

La Sala procedió a admitir la acción constitucional y corrió traslado de la misma al juzgado accionado, el cual se pronunció en los siguientes términos:

El proceso correspondiente al hoy accionante llegó a ese juzgado en mayo, proveniente del Juzgado Sexto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.), con peticiones pendientes desde febrero de 2016, las cuales fue preciso resolver antes de remitirlo por competencia; por tanto, mediante auto 1165 de septiembre 19 de 2016 se definió lo relacionado con la solicitud de redención de pena, se aprobó el beneficio administrativo de permiso de 72 horas que habían sido solicitados, y se dispuso el envío del expediente a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.)
Señala que si bien la petición de traslado del expediente llegó en junio del presente año, ese estrado judicial tiene 1185 procesos y debe resolver cerca de 800 peticiones, por lo que la mora en las respuestas de las solicitudes es apenas entendible.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; y en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar el juzgado accionado a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De lo expuesto en la demanda se desprende que lo pretendido por el ciudadano JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO al concurrir ante el juez constitucional, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus  derechos fundamentales de petición, debido proceso y defensa, como quiera que por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.) no se ha remitido su proceso a los Juzgados de esa misma naturaleza de Pereira, pese a que el Director de la Cárcel de Fresno (Tol.) informó sobre su traslado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal (Rda.) desde junio del presente año.
Como lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en sentencia T-043/09.
La Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 de la referida norma en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 
En el presente caso, se advierte que lo requerido por el actor se acató de manera tácita, pues pese a lo tardío en la remisión del expediente, se tiene que una vez el despacho ejecutor tuvo conocimiento de la interposición de este amparo, concedió una redención de pena por trabajo de 2 meses, 1 día y 12 horas, permiso de 72 horas, y dispuso su inmediata remisión a sus homólogos en esta capital para que se continúe con la vigilancia de la sentencia impuesta. El envío se surtió por intermedio de la empresa 472 y según se pudo verificar con el  RN 643455368, el proceso se recibió por el Centro de Servicios Judiciales de Pereira (Rda.) en septiembre 27 de 2016. 
En ese orden de ideas, no puede negarse que razón le asistió al actor al instaurar la tutela, porque en efecto, al momento de presentar la demanda el proceso tramitado en su contra no había sido enviado a esta ciudad, pero como se ha explicado, durante el trámite de esta acción se reportó que el expediente fue enviado ante el funcionario competente para continuar con la vigilancia de la pena impuesta.

A consecuencia de lo anterior, es necesario indicar que esta Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse remitido el proceso al juzgado pertinente, actualmente no se configura afectación a los derechos fundamentales invocados, ya que se dio una respuesta tácita a lo solicitado, y los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a la actuación desaparecieron
, motivo por el cual debe negarse el amparo impetrado por carencia actual de objeto. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el señor JUAN ESTEBAN ESCOBAR  CASTAÑO, por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-727/10.
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